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El 23 de julio de 2025, la Corte 
Internacional de Justicia (CIJ),  el 
máximo tribunal de la ONU, emi-
tió una opinión consultiva rele-
vante sobre las obligaciones lega-
les de los Estados frente al cambio 
climático. Aunque no vinculante, 
la decisión podría tener implican-
cias importantes para futuras ac-
ciones judiciales en todo el mun-
do. El tribunal determinó que los 
Estados que no adopten medidas 
adecuadas para mitigar los efec-
tos del cambio climático y prote-
ger el sistema climático podrían 
estar cometiendo un acto inter-
nacionalmente ilícito. En conse-
cuencia, podrían ser obligados a 
reparar los daños ocasionados a 
otros países, especialmente aque-
llos más vulnerables, mediante 
restituciones, compensaciones o 
mecanismos de satisfacción. 

La sentencia es contunden-
te: el incumplimiento de los com-
promisos climáticos puede deri-
var en consecuencias jurídicas. 
Además, la CIJ afirmó que un am-
biente limpio, saludable y sosteni-
ble constituye un derecho huma-
no, un reconocimiento que conso-
lida la base para futuras acciones 
legales tanto en el ámbito interna-
cional como en tribunales nacio-
nales. Esta interpretación abre un 
nuevo capítulo en la justicia cli-
mática al entrelazar las obligacio-
nes ambientales con los derechos 
fundamentales. 

Vanuatu: la voz de los invi-
sibilizados que llegó al tribunal 
más alto 

El caso fue impulsado por 
Vanuatu, una pequeña nación in-
sular del Pacífico cuyas costas es-
tán siendo tragadas por el avance 
del mar. Con el respaldo de más de 
130 países, el gobierno de Vanua-
tu llevó ante la Asamblea General 
de la ONU una iniciativa para que 
la CIJ se pronunciara sobre dos 
preguntas clave: ¿Qué obligacio-
nes tienen los Estados en virtud 

del derecho internacional para 
proteger al planeta de las emisio-
nes de gases de efecto invernade-
ro? Y, si estas obligaciones se in-
cumplen, ¿qué consecuencias le-
gales deberían enfrentar? 

La respuesta del tribunal fue 
clara. No solo ratificó que los Es-
tados tienen la obligación de pre-
venir daños significativos al sis-
tema climático -al considerarlo 
parte integral del medio ambien-
te global-, sino que también es-
tableció que la omisión de estas 
responsabilidades puede desen-
cadenar sanciones y exigencias 
de reparación a los países afec-
tados. Para ello, debe demostrar-
se un nexo causal suficiente entre 
el daño ambiental y el acto u omi-
sión del Estado en cuestión. 

Para Vanuatu y otros países 
insulares, esta decisión represen-
ta mucho más que un triunfo di-
plomático: es un reconocimien-
to formal de sus décadas de lucha 
frente a una crisis que no provo-
caron, pero que los pone en riesgo 
existencial. “La supervivencia de 
mi pueblo y de muchos otros está 
en peligro”, había advertido en di-
ciembre Arnold Kiel Loughman, 
fiscal general de Vanuatu, duran-
te las audiencias en La Haya. 

Justicia climática en marcha: 
consecuencias legales y disputas 
geopolíticas 

Si bien la opinión de la CIJ 
no es de cumplimiento obligato-
rio, tiene un enorme peso jurídi-
co y político. Puede ser utiliza-
da como argumento sólido en liti-
gios futuros ante tribunales inter-
nacionales o nacionales, e influir 
en decisiones multilaterales. La 
Corte dejó en claro que los Esta-
dos deben actuar con la debida di-
ligencia, cumplir con sus compro-
misos nacionales en el marco del 
Acuerdo de París y colaborar bajo 
el principio de responsabilidades 
comunes pero diferenciadas. 

No todos celebraron la deci-

sión. Estados Unidos, Rusia e In-
dia expresaron durante las au-
diencias su rechazo a cualquier 
avance que imponga obligacio-
nes legales adicionales. Alega-
ron que los marcos existentes, 
como la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático y las conferencias 
COP, ya ofrecen suficientes herra-
mientas para abordar el proble-
ma. Pero los países en desarrollo 
argumentaron, que los compromi-
sos actuales son voluntarios, la-
xos y, en la mayoría de los casos, 
insuficientes. 

La CIJ también abordó los me-
canismos de reparación posibles. 
Según el tribunal, las consecuen-
cias legales ante un acto interna-
cionalmente ilícito pueden incluir 
la cesación del acto, garantías de 
no repetición y reparación plena 
del perjuicio. Esta reparación pue-
de tomar la forma de restitución, 
compensación económica o me-

didas simbólicas de satisfacción. 
Aunque demostrar el vínculo en-
tre el daño climático y las accio-
nes (u omisiones) de un país es 
complejo, la Corte subrayó que no 
es imposible. 

Hacia un nuevo paradigma 
jurídico-ambiental 

Este fallo se suma a una se-
rie de victorias judiciales que co-
mienzan a moldear una arquitec-
tura legal internacional centrada 
en la justicia climática. La Corte 
Interamericana de Derechos Hu-
manos ya había declarado que los 
Estados deben proteger y restau-

rar los ecosistemas, y el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos 
sentenció que los gobiernos de-
ben proteger a sus ciudadanos de 
los efectos del cambio climático. 
En 2019, la Corte Suprema de Paí-
ses Bajos estableció un preceden-
te al ordenar al Estado reducir sus 
emisiones en nombre del derecho 
humano a la protección frente a 
amenazas ambientales. 

El dictamen de la CIJ eleva 
el estándar legal global y alienta 
a los Estados a tomarse en serio 
sus compromisos. También im-
pulsa a los movimientos ciuda-
danos y a las organizaciones am-
bientales a utilizar las herramien-
tas legales disponibles para exigir 
responsabilidad. 

Activistas en La Haya desple-
garon pancartas frente al tribu-
nal con un mensaje directo: “Los 
tribunales han hablado. La ley es 
clara. Los Estados deben actuar 
ya”. 

Este nuevo marco normativo 
también plantea desafíos impor-
tantes: ¿cómo se calcularán los 
daños? ¿Qué herramientas utiliza-
rán los tribunales para establecer 
la responsabilidad? ¿Qué rol ten-
drán los organismos financieros 
internacionales en las eventuales 
compensaciones? 

Lo que queda claro es que la 
justicia climática ya no es solo 
una aspiración política o ética. Es, 
cada vez más, un mandato jurídi-
co. Y aunque los efectos de esta 
decisión se verán a mediano y lar-
go plazo, el mensaje es inequívo-
co: no actuar frente al cambio cli-
mático no solo es irresponsable. 
Ahora, también puede ser ilegal. «
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Un fallo histórico 
En un pronunciamiento histórico, la Corte Internacional de Justicia declaró que los Estados que no cumplan con sus 
obligaciones climáticas pueden estar incurriendo en actos ilícitos según el derecho internacional. El dictamen marca un hito 
para la justicia climática global y abre la puerta a demandas y posibles indemnizaciones por daños medioambientales.

Este dictamen, no vinculante, establecerá 
una interpretación jurídica sólida para 
guiar futuras acciones o decisiones 
judiciales de todo el mundo, en términos 
de justicia climática. 
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